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LA LEGITIMACION EN EL DERECHO AMBIENTAL
Por Pedro Aberastury(
1. Introducción

El ejercicio de derecho tutela en aquellas acciones donde el Estado es parte se ha visto dificultado por la noción tradicional de legitimación que ha caracterizado al derecho administrativo, en la medida que la clasificación tradicional que condiciona a la aptitud para obrar se encuentra reflejada en la clasificación acuñada por Jellineck, que distinguía entre derecho subjetivo, interés legítimo e interés simple.

La barrera entre el concepto derecho subjetivo e interés legítimo es difusa y no se ha logrado caracterizarla de tal manera de contornear sus límites lo cual ha repercutido en la posibilidad de acceder al control judicial de las actividades desarrolladas por el Estado. Consideramos que en la medida que exista un pleno control de los actos del ejecutivo, este control actuará en beneficio de la comunidad pública y lo que se fortalecerán serán las instituciones con independencia de quien se encuentre a cargo del ejecutivo en un determinado momento.

La clasificación clásica tripartita, que comprende únicamente a los derechos subjetivos, intereses legítimos y al interés simple, ha sido empleada para determinar quien puede ostentar legitimación a los efectos de ser titular de una acción. En la medida que en esta relación jurídica el  Estado forma parte del mismo, estos derechos debe englobárselos dentro de la categoría de públicos para diferenciarlos de las relaciones jurídicas creadas entre particulares.

Sostenemos que la mayor influencia en nuestro país, en este tema ha sido la del derecho italiano donde la distinción entre interés legítimo y derecho subjetivo adquirió particular significación a partir de lo previsto en la ley  de 1889, que estableció el sistema de la justicia administrativa que, si bien con algunas alteraciones, perdura hasta la actualidad donde la tutela del ciudadano en su relación con la administración se encuentra dividida entre la materia en la cual resulta competente el juez ordinario y la asignada al Consejo de Estado; es el tribunal de Casación quien resuelve los conflictos de competencia pero en ambos casos el particular posee el ejercicio de una acción tuitiva. 

La ley de 1889 al definir las características esenciales del recurso al Consejo de Estado introdujo la noción del “interesse d’individui o di enti morali giuridici” sin aclarar su significado y siendo interpretada, por algunos, como formando parte del derecho público subjetivo, constituyendo una facultad del particular fundada en una norma del derecho público. Pero lo importante es que, dependiendo si se trata de un  derecho subjetivo involucrado o de un interés legítimo, ello significó la demarcación a que juez debía el particular recurrir, al juez ordinario o al juez administrativo.

No estando definida la demarcación entre el interés del individuo y el derecho público subjetivo y pudiendo intervenir el Consejo de Estado únicamente en las cuestiones de intereses, inmediatamente se plantearon las cuestiones de competencia. La Corte de Casación, en el caso Laurens (de 1891) acudió al concepto de causa petendi, en lugar de dirimir el conflicto por el derecho o interés involucrado, criterio que quedó ratificado en el caso Trezza (de 1897), estableciendo que si el objeto consistía sólo en la anulación del acto ilegítimo, la competencia era administrativa, situación que la Corte de Casación en 1930 determinó por la naturaleza intrínseca de la controversia, en la medida que tenga por objeto un derecho subjetivo o un interés legítimo
.

Por lo tanto, la citada clasificación tuvo capital importancia por tratarse de un sistema dualístico, de lo que se desprende que, en un sistema que admite la revisión de la actividad administrativa en base a un procedimiento dualista, la distinción entre ambos conceptos asume particular relevancia pero, tratándose de un derecho subjetivo o de un interés legítimo, en el sistema italiano ambos merecen protección pues el acto ilegítimo se encuentra sujeto a revisión por un tribunal administrativo, con suficiente independencia del poder ejecutivo y, en otro caso,  por el juez ordinario.

La diferencia entre derecho subjetivo, interés legítimo e interés simple se encuentra dada, no por la naturaleza conceptual de cada uno de los mismos, sino por el ámbito de tutela jurídica asignada por una norma antecedente, es decir, el elemento diferenciador entre el derecho subjetivo y las restantes categorías de intereses se encuentra directamente relacionado con el interés jurídicamente protegido por la norma de derecho objetivo. Dentro de una clasificación de intereses jurídicos, en algunos casos, la norma los protege de manera exclusiva y excluyente y otras veces, de manera refleja, donde el titular solo puede invocarla en cuanto resulte tutelado el interés principal, distinguiendo entonces los derechos subjetivos, que se los denomina perfectos de aquellos derechos debilitados
. La  doctrina italiana es vastísima y sin que prive una solución pacífica, a los efectos de diferenciarlos. 

De esta manera, se pueden caracterizar a los derechos subjetivos siguiendo a Jellinek, en públicos  o privados y la fundamentación de esta clasificación se encuentra en que, en la relación de derecho público, el Estado participa como sujeto activo o pasivo comportándose el derecho como un interés directo y plenamente tutelado
.  Siguiendo a Zanobini, el interés legítimo se lo puede conceptualizar como “un interés individual estrictamente vinculado a un interés público y protegido por el ordenamiento sólo mediante la tutela jurídica de este último interés”
. 

Pero quien explica mejor, a nuestro criterio, la razón de la diferenciación es Alessi pues afirma que, en el caso de los intereses legítimos, se garantiza un interés instrumental representado por un determinado comportamiento exigible a la Administración, que debe encontrarse ajustado al interés público, pero inadecuado para garantizar al individuo una utilidad sustancial directa e inmediata por lo que si la Administración viola el comportamiento esperado e impuesto por la norma, no es posible admitir una acción ante la jurisdicción ordinaria sino a aquellos medios idóneos para corregir el citado comportamiento
.

O sea que no se trata de cualquier interés sino de un interés calificado
 pero cuando esa ilegalidad de la administración se proyecta a un determinado círculo de intereses, nos encontraremos frente al denominado interés legitimo. Tradicionalmente, se lo  entendió como el derecho personal y directo, pero sin contar con la nota distintiva de ser exclusivo y excluyente
, por el cual cada individuo se veía impedido de solicitar la obligación específica. Se trataba de un interés compartido por determinados sujetos que hacía a la tutela jurisdiccional vaga o diluida. El interés simple era aquel que le correspondía a toda persona como miembro de una comunidad jurídica de querer que se cumplan las normas jurídicas. 

2. El abandono de la clasificación tradicional

La concepción de Alejando Nieto sobre el abandono de esta clasificación nos informa que tanto Duguit como García de Enterría llegan a una misma conclusión, por caminos diversos; el primero considerando que la noción derecho subjetivo es falsa y lo único que puede quedar es la voie de droit, regla de derecho, donde lo único importante es la ley donde existe una voluntad obrando conforme a ella a la cual se contrapone otra voluntad disconforme con ésta mientras que García de Enterría otorgando el importante título de derecho subjetivo a lo que venía siendo llamado derecho subjetivo
.

Se impone, entonces, la superación de la clasificación tradicional, propugnada por Jellineck, de derecho subjetivo, interés legítimo e interés simple, por lo que la doctrina trató de hacerlo a través de la formulación de una categoría novedosa, el interés difuso, donde el enfoque se centra  no en la esfera de derechos del individuo frente a la administración sino en la de los derechos del individuo como integrante de una comunidad. 

En nuestro derecho la clasificación tradicional se la utilizó en forma impropia, pues haciendo uso y abuso de la legitimación procesal, se la dio a entender como sinónimo de prohibición de ocurrir ante un tribunal de justicia, a diferencia del derecho comparado continental, donde la clasificación se utiliza únicamente para distinguir el tipo de acción. Así sucedió con el derecho italiano en cuanto a que la clasificación tuvo por objeto la naturaleza de la acción, esto es, de plena jurisdicción en caso que se invocara un derecho subjetivo, o de anulación si se invocaba un interés legítimo.

Estas notas distintivas no podían ser aplicadas a nuestro sistema constitucional, donde expresamente se estableció que el Poder ejecutivo Nacional no podía dirimir conflictos en forma definitiva, por la aplicación de lo dispuesto en el artículo 109 (anteriormente  95) de la Constitución Nacional, que otorga a la Corte Suprema de Justicia de la Nación y a los tribunales inferiores que de ella dependen la posibilidad de solucionar las controversias con carácter de definitivo y se prohíbe al Poder Ejecutivo ejercer la función judicial.

En el derecho patrio, amplia fue la influencia al respecto del derecho italiano con la traspolación que sus conceptos tuvieron para el derecho español, y que luego fueron considerados por nuestras normas siguiendo  la doctrina nacional en mayor o menor medida esta clasificación 
. 

Como ya hemos expresado, el término afectado como titular de la acción que lleva a la protección de los intereses difusos o de incidencia colectiva
,  en un caso jurisprudencial se consideró afectado a un vecino de la localidad que había sido elegida para la construcción de una planta de tratamiento de residuos peligrosos
 o a los vecinos que se encontraban afectados por una resolución que permitía una construcción alterando el carácter de residencial del barrio
,  con lo que se colige que la existencia de derechos afectados de un individuo no significa, necesariamente, que este daño comience y termine en el individuo sino que los intereses individuales se encuentran afectados como consecuencia de un daño a un interés social
. 

Esta nueva terminología constitucional
 permite afirmar que las diferenciaciones realizadas en la doctrina clásica administrativa, como factor condicionador del control judicial por quien la propugna, ha quedado superada y deben ser nuevamente definidos los límites de la legitimación procesal de otras acciones previstas en el ordenamiento procesal (acción declarativa o de certeza o de inconstitucionalidad y de anulación).

3 Interés difuso y agravio jurídico

La doctrina española actual ha dejado de interesarse en la terminología clásica, propugnando la ampliación de conceptos, a fin de abarcar la protección amplia de los sujetos
,  debiendo remarcarse  que la evolución del derecho español se realizó a través de otros caminos, pues el principio objetivo de la legalidad francesa, proveniente de la doctrina del recurso por exceso de poder apareció en la medida que se sostuviera que el acto se encontraba viciado en la competencia y la forma y, como se consideró que ello violaba el orden público, de oficio podía ser controlado el acto.

De esta manera, la cuestión se escurrió del concepto de legitimación para recorrer el camino de un recurso objetivo para luego ser adoptada en la Ley Reguladora de la Jurisdicción. a partir de 1956, tanto el interés legítimo como el derecho subjetivo como merecedores de protección. En nuestro país, lamentablemente, se reitera, esta clasificación –a pesar de la reforma constitucional- viene siendo utilizada para imposibilitar al particular el obtener la revisión judicial, junto con el sistema de plazos breves, de caducidad, dentro de los cuales se debía plantear la acción judicial pertinente.

Al tener constitucionalmente un sistema de jurisdicción única, la innovación constitucional, en cuanto amplía la legitimación procesal, como asimismo la incorporación de los Tratados de Derechos Humanos, que garantizan el acceso a la jurisdicción, tornan necesario el abandono de la doctrina clásica. Ha sido a través de esta clasificación que, reiteradamente se ha negado legitimación y, en consecuencia, acción a quien no fuera titular de un derecho subjetivo pues se ha entendido que el derecho a la legalidad de lo actuado, por parte de la administración, determina que la legitimación de la acción se la otorgue a quien se encuentra directa y personalmente perjudicado denegando el acceso a la jurisdicción a los restantes titulares de relaciones jurídicas, con la consecuencia de no otorgar protección cuando la Administración incurre en un comportamiento ilegítimo.
Al no existir un Código que regulara la materia contencioso administrativa en el fuero federal, cuando se sanciona la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, Nº 19.549, se inserta el Título IV, que regula el acceso a la instancia judicial pero en la justicia federal se continúa con la aplicación del código procesal civil y comercial, que contiene el concepto clásico de legitimación: sólo el titular del derecho subjetivo afectado puede ostentar legitimación activa
. 

Mientras que el decreto reglamentario Nº 1759/72 (t.o. 1991) de la LNPA estableció que la vía recursiva y reclamatoria podía ser deducida por quien invocara un derecho subjetivo y/o un interés legítimo, no se le permitió ser parte en el expediente administrativo a quien invocaba un interés simple, permitiéndosele a este último, únicamente, la posibilidad de deducir denuncias, en base al derecho de peticionar ante las autoridades, previsto en la Constitución Nacional, pero sin la posibilidad de recurrir las decisiones que se dictaran durante la tramitación del procedimiento administrativo que dio lugar a raíz de la denuncia.

La Ley Nacional de Procedimientos Administrativos no aclaró la cuestión pues, tanto en el artículo 23 como en el artículo 25, no se reguló la legitimación activa para obtener la revisión de un acto administrativo unilateral e individual pero sí para el caso de la impugnación de los reglamentos, ya que el artículo 24 requirió la configuración de un agravio, en forma cierta e inminente, al derecho subjetivo del reclamante, lo cual significó que el legislador quiso restringir la acción contencioso administrativa para  la impugnación de actos con contenido general pero no así para el caso de un acto de alcance particular.

Se ha sostenido que la proyección principal de la doctrina del interés difuso o colectivo incide en la posibilidad de recurrir ciertos actos administrativos que lesionan no ya un interés legítimo, personal y directo –según la semántica tradicional – sino a intereses sustanciales que afectan a determinados grupos de personas o bien a la comunidad entera
. 

Por eso, la claridad del concepto derecho subjetivo,  se pierde y se hace más difuso cuando se quiere conceptualizar al interés legítimo. En el derecho público, estas relaciones de intereses plantean una esfera de valoraciones que, muchas veces, exceden al individuo pues trascienden a la comunidad. 

Podemos recordar, a manera de ejemplo, el arrêt Samuel de 1892, del Consejo de Estado Francés, en donde la calidad de interés simple directo se le otorgó al habitante del municipio como justificante de la acción y en el arrêt Casanova, de 1901, donde se le permitió a los contribuyentes tener interés en hacer declarar nula una deliberación del Consejo Municipal.  Quizás, esta amplia legitimación se haya otorgado por la presunción de legalidad de la administración entendiendo que no se abriría un proceso entre las partes sino que en el proceso contencioso administrativo se confronta, objetivamente y únicamente, la legalidad del acto de la administración.

Desde otra concepción, debe recordarse que a efectos de otorgar legitimación procesal, en los Estados Unidos, en lugar de recurrir a esta  clasificación, se alude al concepto de standing y, si bien no han conseguido delimitar sus confines, se lo ha querido significar a través de lo que se ha denominado agravio jurídico
.
En realidad, de lo que se trata es de analizar la relación jurídica que nace entre el ciudadano, afectado por el incumplimiento de la ley, y la acción que le brinda el ordenamiento procesal y de qué manera el incumplimiento objetivo le permite sustentar un agravio. 

Ello se enlaza con el requisito constitucional, contenido tanto en la constitución americana como en la nuestra, que prevé en el artículo 116 que le corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución y por las leyes de la Nación, precepto que se encuentra vinculado con la existencia de un caso o controversia real donde se limita el acceso a quien tiene un agravio concreto por lo que la falta del agravio condiciona el acceso
. 
Por ello, la legitimación para obrar se encuentra condicionada a la existencia de causa o controversia de tal forma que, quien la deduce, debe demostrar el interés personal, que evidentemente sobrepasa una cuestión subjetiva. 

Esa demostración de lo que denominamos interés personal García de Enterría lo resolvió expresando que “consiste esencialmente en la posibilidad atribuida al individuo de poner en movimiento una norma objetiva en su propio interés”
. 

En realidad, al ampliar el concepto de derecho subjetivo para englobar esta clase de interés, lo que hace es otorgarle protección a la ampliación del derecho así entendido por lo que este galimatías se centra entre definir el uno para que el otro se sienta alcanzado o viceversa pero lo único cierto es que a través de la legitimación podemos delimitar y restringir la noción de derecho tutelado por lo que es importante la interpretación del precepto para restringir o no el control judicial de los actos de los poderes públicos. 

Habiéndose advertido la importancia que el aspecto procesal desempeña en la protección del derecho y en el acceso a la jurisdicción es que, la doctrina y la jurisprudencia, comenzaron a reaccionar contra la rígida caracterización que implicaba que, únicamente, aquél que invocara un derecho subjetivo podía ostentar la legitimación para obrar por lo que se debe examinar la concepción tradicional de la legitimación activa para ser titular de  la acción.

Es de particular importancia la evolución de la cuestión en Alemania donde el artículo 19 de la Ley Fundamental
, admite la posibilidad de acceder a la justicia al lesionado en su derecho, lo cual ha llevado a ampliar la categoría derecho subjetivo por la de derecho público subjetivo, para no restringirla a cuestiones meramente individuales, permitiendo al individuo solicitar del Estado una determinada conducta, de hacer no hacer o dejar hacer, de acuerdo a lo prescripto por las leyes y para el interés del individuo. 

La “ Schutznormtheorie” ( teoría de la protección normativa) se deriva del capitulo de los Derechos Fundamentales, en los artículos 1 a 19 inclusive, de la Constitución Alemana. Esta teoría enuncia, sintéticamente, que  para que haya un derecho público subjetivo deberán ser tenidos en cuenta dos requisitos, en el momento de revisar la viabilidad de la acción:

· 1) La norma que se impugna debe obligar a la Administración a una determinada  conducta. ( es decir ¿ la Administración debe cumplir?) 

· 2) Esa norma deberá, según su contenido y finalidad, servir al interés del individuo
.

El referido artículo 19 de la Ley Fundamental nació en Alemania como reacción a los desbordes que se cometieron en la época del III Reich y conforme con lo dispuesto en el artículo 42.2 VwGO se encuentra legitimado para impugnar aquél que pueda alegar la vulneración de sus derechos y “de acuerdo con  la interpretación dominante, basta, sin embargo, que la violación de los propios derechos parezca posible según las alegaciones del actor, comprendiendo a cualesquiera de los derechos públicos-subjetivos, es decir, todos los intereses individuales que el ordenamiento jurídico estime dignos de protección”
. Es decir, la doctrina alemana protege y otorga legitimación a los intereses legítimos del ordenamiento italiano en la medida que una norma antecedente condicione el obrar de la administración y la persona pueda demostrar que es de su interés promover la acción o, lo que es lo mismo, corregir la conducta que el Estado tuvo en miras.

El agravio jurídico, de la doctrina norteamericana, no otorga respuesta a una serie de situaciones que, en el mundo moderno, pueden alterar el bienestar de la comunidad. Es sustancial para el abordaje del tema superar la noción de derecho adquirido, como aquel derecho emanado de una adquisición producto de una relación jurídica entre el Estado y el individuo, para pasar a la categoría de los derechos reconocidos por el ordenamiento moderno al individuo, como integrante de la comunidad a la cual pertenece. Dentro de esta concepción, tampoco alcanza la noción de agravio jurídico si nos detenemos en ocuparnos que sólo el titular del agravio pueda resultar legitimado activo para deducir la pretensión procesal. 

De esta manera, en un sistema monista como el nuestro, quien es parte interesada en el procedimiento administrativo, muchas veces no puede continuar su actividad impugnatoria en sede judicial pues sólo se encuentra legitimado aquél que invoca un derecho subjetivo. La utilización de la clasificación tradicional ha llevado a imposibilitar el acceso a la instancia a cierta categoría de intereses, obviando el principio constitucional de que toda persona tiene el derecho a que un tribunal imparcial e independiente revise las decisiones de la administración
.

4. Una nueva categoría jurídica

El Juez contencioso administrativo federal, Oscar H. Garzón Funes, fue el primero que posibilitó el control de los actos de la administración, cuando el titular de la acción no era el directamente agraviado. Precisamente, el fallo, firme de primera instancia, fue dictado dentro de un proceso de amparo y los actores habían invocado su preocupación en cuanto a que se podía poner en dudas los recaudos científicos que posibilitaban la captura de 14 toninas overas. En el fallo se argumenta que si la Ley de Procedimientos Administrativos admitió la posibilidad de su inicio por parte de quien invoca un interés legítimo, esta norma ha posibilitado la extensión de la legitimación por quien propugna la protección de este tipo de intereses
. 

El problema de hacer lugar a la acción significaba aceptar la existencia de una suerte de acción popular, que expresamente el sentenciante se ocupa de deslindar, atento que la protección de la fauna se encontraba legislada y el problema radicaba en la falta de legitimación de los particulares para hacer  cumplir la misma en toda su extensión, situación que el Estado no había respetado. Si bien el fallo fue criticado porque se consideró que se había aceptado la acción popular, consideramos que abrió el camino para posibilitar la legitimación no de cualquier persona sino de aquellos que demostraran un particular interés respecto de la causa llamada a decidir
, anticipándose en el tiempo al desarrollo que adquiriría el problema. 

La posibilidad de dictar un fallo en tales condiciones se encontró condicionado a cuatro  cuestiones determinantes: a) la existencia de una norma, previa y antecedente, que el Estado había incumplido, b) el alcance de la petición deducida,   c) la justicia de la decisión o dicho de otra manera, la injusticia que significaría que el juez no restableciera el orden jurídico y d) el agravio del peticionante.

Respecto de la primera no existen mayores comentarios, atento la existencia de la conducta jurídica predeterminada por el legislador pero en cuanto a la segunda, si bien el planteo procesal se efectuó a través de una acción de amparo, el objeto de la misma, es decir su petición, fue el restablecimiento del derecho, de manera pronta y eficaz, o lo que es lo mismo, la anulación  del acto dictado en contra del ordenamiento jurídico. La tercera cuestión fue que se generaba una notoria injusticia si el juez se autolimitaba en el ejercicio del control frente al incumplimiento de una norma objetiva y respecto del último supuesto, no se presentó cualquier ciudadano sino un ecologista que podía sustentar el agravio que la conducta ilegítima le producía
.

 No fue solicitado un beneficio económico o la reparación de un daño y/o perjuicio sino, únicamente, el respeto a la norma jurídica por lo que, en esta clase de relaciones jurídicas, no nos es útil la noción civilista de particular damnificado
 en donde la relación causal se produce entre el hecho generador del daño y el sujeto pasivo del mismo. 

Hemos efectuado una reseña de los distintos alcances interpretativos de lo que puede entenderse derecho o interés jurídicamente tutelado y siempre desde el contexto ordenatorio de una determinada sociedad de convivencia. En la acción de amparo se persigue la no afectación del derecho o su  restablecimiento, declarando que la conducta del Estado es ilegítima, por lo que, para lograrlo, se debe acreditar la incidencia de esta afectación sobre el sujeto que deduce la acción
, con independencia del derecho subjetivo o interés legítimo, difuso o colectivo. En la medida que el acto o el hecho ocasione cierta incidencia sobre el sujeto, éste encontrará debidamente justificada la legitimatio ad causam.

Afectado en el nuevo artículo 43 de la Constitución Nacional será, entonces, aquél que pueda alegar un interés jurídicamente tutelado, pudiendo ser titular la colectividad a la cual pertenece por lo que no tiene, necesariamente, que encontrarse en cabeza del mismo en forma exclusiva y excluyente
.

Sí será necesario que el acto discutido lo afecte en forma directa y/o indirecta
.  De esta manera se supera la clasificación de intereses legítimos, colectivos y/o difusos para pasar a responder la pregunta concerniente a la legitimación, no respecto de quien puede ser titular de la acción sino en que debe existir una norma que jurídicamente tutele el derecho.

Asimismo, en distintos ordenamientos se posibilita este tipo de acción al otorgarle legitimación al Ombudsman, situación que en nuestro país ha posibilitado el control de medidas del gobierno, otorgando un efecto erga omnes a la sentencia dictada.

Efectuamos un especial énfasis en la legitimación para obrar pues, al encontrarse este concepto imbuido del carácter civilista, responde generalmente a los contenidos de la clasificación tradicional, que consideramos insuficiente para explicar las relaciones jurídicas que surgen entre el Estado y el individuo, como persona inserta en una comunidad.

El interés público, cuya finalidad persigue todo accionar del Estado, no se encuentra desconectado con la norma jurídica que le fija su competencia para obrar y si no permitimos el control, a través de la intervención del ciudadano, nunca lograremos reforzar el estado de derecho. La clasificación tripartita tradicional no permite apreciar aspectos propios del derecho público, en donde la actuación del sujeto se desarrolla siempre dentro de la esfera de los intereses públicos.

De lo expuesto se desprende que en esta clase de relaciones jurídicas, el derecho público subjetivo no puede ser analizado en base a las relaciones jurídicas aplicable a los particulares porque si bien son ley para las partes, estas relaciones jurídicas, estos intereses no persiguen el logro, las metas, de esta clase de intereses.

Compartimos el criterio de Quiroga Lavie cuando dice que no se trata de intereses difusos sino de “intereses de pertenencia difusa, imprecisos en cuanto a la identificación de las personas que están afectadas por la acción u omisión de quien tiene el deber público de cuidar el patrimonio de la Sociedad”
 debiendo agregar, que estos intereses se nutren de la existencia de una determinada norma que le impone al Estado una conducta determinada.

Consideramos, por tanto, que el concepto interés difuso no se encuentra dentro de una escala intermedia entre el derecho subjetivo o el interés legítimo sino que se trata de una nueva conceptualización, que no puede ser caracterizada como perteneciente a una interpretación expansiva de cualquiera de los tres conceptos de la clasificación tradicional, pues se trata de una esfera de relaciones que se nutren de aquellos derechos de naturaleza pública,  que obligan a  extender el ámbito tradicional de la tutela judicial. En la medida que se posibilite el acceso a la jurisdicción al titular de esta clase de intereses, se estará defendiendo la aplicación de las normas que disponen una actuación del Estado en favor del individuo

Si el afectado plantea una controversia, deberá analizarse la naturaleza del perjuicio que genere la conducta de la administración para que sea coherente con la decisión que se adopte. Entonces, en principio, si sólo se persigue la declaración de ilegitimidad de la actuación administrativa, en un caso específico, el afectado, como titular de un determinado interés podrá ser titular de cualquier acción procesal y no restringido a la acción regulada en el mentado artículo 43 de la Constitución Nacional.

Los derechos públicos, susceptibles de ser afectados, serán los reconocidos constitucionalmente y en las normas que posibiliten su ejercicio y en modo alguno se puede justificar la interpretación restrictiva del concepto derecho subjetivo a los efectos de entrar en la conducta contradictoria que signifique permitir al interesado una amplia participación en el expediente administrativo y, por el otro, vedarle el acceso al control judicial
. 

Hemos dicho que el derecho público subjetivo contempla aquella categoría de relaciones jurídicas que protegen al individuo en función de su inserción dentro de la sociedad y como copartícipe de un interés que excede al mero interés privado y si lo explicamos únicamente en relación al sujeto, no se abarcarán la totalidad de las posibilidades en el contexto en el cual interactúa el individuo, reitero, como ser social.

Los constituyentes, al incorporar nuevos derechos, les otorgó una determinada legitimación, designándolos como derechos de incidencia colectiva, lo cual es totalmente correcto pero insuficiente en la medida que no se le otorga legitimación y por tanto acción a los afectados por una conducta nacida en el Estado en contra de una determinada normativa; el desconocimiento de esta normativa y el intento de restablecer el principio de legalidad constituye suficiente agravio jurídico por lo que legitimación y causa constituyen dos caras de una misma moneda: el respeto por parte del Estado a la norma jurídica y la declaración de ilegitimidad si se la contraviene.

Si creamos una nueva categoría o ampliamos la existente, solucionamos el problema de la titularidad de la acción pues estamos protegiendo una determinada legalidad. Se trata de una solución procesal no del todo convincente pues, constitucionalmente, es necesario la existencia de una causa  para que el juez pueda intervenir. Igualmente, podemos asistir a ordenamientos que otorguen la posibilidad de ser legitimados
.

Dentro de esta concepción,  la limitación no la observaremos en cuanto a la legitimación para accionar sino en el interés concreto del accionante para poder deducirla exitosamente. Si también se amplía la categoría del derecho invocado, la causa que se lleve a conocimiento del juez
 permitirá a este último ponderar, en el caso específico, el grado de afectación.

Deberá analizarse la naturaleza del perjuicio que le genere la conducta administrativa al afectado para que sea coherente con la decisión que se adopte y este examen debe partir de la existencia de un control de legalidad, respecto del desconocimiento de la norma involucrada por parte de la administración. Entonces,  si sólo se persigue la declaración de ilegitimidad de la actuación administrativa, el término afectado debe ser utilizado en su acepción mas amplia pues la controversia es objetiva –legalidad de la actuación-. Sin embargo, será necesario la existencia de un caso concreto, no admitiéndose una declaración abstracta sobre el particular
. Para que exista éste interés concreto, debe mediar una necesaria relación (no por cierto directa) entre aquel titular de la acción y la medida cuya ilegitimidad se pretende sea declarada y la única posibilidad de concederlo es a través de un nuevo concepto de derecho público subjetivo, que no se asiente en la categoría del derecho privado.

Nuestro sistema judicial, al ser de jurisdicción única,  negar legitimación procesal al afectado significaba negar el acceso a la instancia judicial. Gradualmente, como se ha puesto de resalto, la jurisprudencia se ha dado cuenta que, en base a la clasificación tradicional, se ha negado la garantía del debido proceso, haciendo prevalecer una situación formal sobre la sustancial, lo cual no se condice con el estado de derecho y con el rol asignado al juez, de custodio de la actuación de los otros poderes del Estado. Una ampliación de la categoría de derecho público subjetivo o la creación de una nueva, tal cual sustentamos, permitirán al Juez desarrollar el control y otorgar protección, a través de una postura realista del ejercicio de la tutela judicial efectiva.

5. La legitimación del Tercero 

5.1. Los terceros
Otra manera de intervenir en procesos de esta naturaleza, lo es a través de la institución del tercero. La clasificación de los intervenientes en el proceso civil puede realizarse en base a la legitimación ad causam y ad procesum, en donde los primeros tendrán la posibilidad de obtener un pronunciamiento que los obligue, en su carácter de partes principales, por aplicarse entre ellos un conflicto intersubjetivo de intereses
 y el concepto procesal de parte comprenderá a ambos supuestos.

La irrupción en el proceso de los denominados terceros, por oposición  a la noción de parte principal se puede producir de tres maneras distintas: a) principal litisconsorcial, b) adherente o coadyuvante autónoma y c) adherente o coadyuvante simple.
La intervención principal litisconsorcial implica el ejercicio, por parte de un tercero, de una pretensión principal pero compatible con la de alguna de las partes, la coadyuvante autónoma es la que realiza un tercero ajeno a la relación jurídica entre las partes dando apoyo a alguna de ellas, pero no ejerciendo una pretensión propia, mientras que la simple significa la intervención de un tercero a los efectos de colaborar con alguna de las partes
.

Sin perjuicio de lo expuesto, debe referirse que la figura del litisconsorcio necesario surge cuando la sentencia no pudiere pronunciarse útilmente mas que con relación a varias partes, las que deben intervenir obligatoriamente en el proceso, ya que se trata de litigantes omitidos a los cuales el juez debe llamar a integrar la litis. La intervención coactiva del litisconsorte principal  se desprende en la medida que exista la posibilidad de ejercer una acción regresiva contra el tercero o cuando exista una conexidad por la cual la sentencia pueda afectarlo en sus derechos
.

Debe diferenciarse esta figura del  litisconsorcio facultativo, en cuanto se trata del ejercicio de acciones que son conexas por el título y/o por el objeto, siempre entre las mismas partes
.

Es conveniente, entonces, distinguir la figura del litisconsorcio de la intervención voluntaria o adhesiva, que  surgirá cuando el tercero interviene en un proceso ajeno, adhiriendo o coadyuvando a la posición de alguna de las partes o colaborando con ella
, porque en la primera el litisconsorcista interviene por necesidad mientras que en la otra por conveniencia
.

En el caso de la intervención adhesiva, se irrumpe en el proceso porque se considera  que la sentencia puede afectar un interés propio, su actuación será accesoria y subordinada a la de la parte que apoye, no pudiendo alegar o probar lo que le estuviera prohibido a la parte principal mientras que si el derecho sustancial le hubiera permitido intervenir como actor o demandado, actuará como litisconsorte de la parte principal y tendrá sus mismas facultades procesales
.

Del esquema establecido en la ley procesal nos interesa el examen del tercero que interviene en el procedimiento en forma voluntaria y adhesiva, surgiendo de la misma que el coadyuvante no es un representante del coadyuvado sino que, en realidad, actúa en un interés que le es propio pero subordinado a los planteos del principal.

Couture, individualiza al tercero coadyuvante en función de sus características propias, definiéndolas de la siguiente manera: “intervención espontánea (no provocada ni requerida por un litigante principal); voluntaria (no necesaria , en razón de medidas de garantía tomadas contra bienes del tercero que se ve, a raíz de ellas en la necesidad de defender su propiedad o posesión); coadyuvante (no en forma de oposición de intereses con el actor o el reo); en proceso ordinario (no ejecutivo ni sumario); individual (no colectivo, como quiebra y concurso)”
.

La posibilidad de conceptualizar al tercero como parte y la influencia de las escuelas alemana e italiana, han determinado las facultades procedimentales que se le reconocen al tercero, que efectúa una adhesión voluntaria y coadyuvante a cualesquiera de las partes
.

En tales condiciones, el ordenamiento procedimental civil no requiere, para su intervención, una legitimación para obrar sino que le otorga una legitimación procesal plena, no existiendo por ello un límite temporal en cuanto a su irrupción en el proceso
, por lo que podrá intervenir, inclusive, en grado de apelación aunque no hubiere intervenido con anterioridad  a la sentencia que se apela
.
5.2. La restricción de la participación del tercero coadyuvante

En el código contencioso administrativo de la Provincia de Buenos Aires, de 1903, donde se exigía para estar legitimado, en su artículo 28, la vulneración de un derecho subjetivo, de carácter administrativo, en el artículo  48 se estableció la figura del coadyuvante, en la medida que éstos hubieren resultados  favorecidos con la resolución administrativa que motivó la demanda. 

Según nuestra opinión, a pesar que el codificador Varela expresó que no había sido influenciado por ordenamientos ajenos, es indudable la semejanza con la Ley Santamaría de Paredes, de 1888, que estableció el requisito de la titularidad de derechos subjetivos perfectos para acceder a la jurisdicción, en contraposición con la creación del Consejo de Estado Francés del recurso de excés de pouvoir, donde surge el derecho del ciudadano, al consagrar el principio de la legalidad objetiva,  principio que puede ser invocado por el ciudadano para revisar y asegurar la legalidad del quehacer de la administración. Actualmente, no se le reconoce una verdadera autonomía, aunque se la recepta en el artículo 30 de la LJ
. 

En la doctrina española, existió unanimidad en aceptar al coadyuvante de la administración
 pero no así, respecto del coadyuvante del particular, lo cual fue resistido, distinguiéndose la intervención del tercero litisconsorcial, por mantener una pretensión con carácter de parte principal, pero defendiéndose la figura del coadyuvante pues implica la protección de los derechos de quien pudiere resultar alcanzado por el acto en crisis
, es decir, actualmente se admite la intervención del coadyuvante en la medida que acompañe la postura de la administración, pues el coadyuvante del particular se lo considera ajeno al ordenamiento jurídico español
. 

En la Ley General de de la Administración Pública de Costa Rica nos encontramos con  esta figura en los arts. 226 y 227 y en la Ley Peruana, en el art. 60, se establece la obligación de su citación en la medida que estuvieren determinados pero que sus intereses pudieren ser afectados por el acto a dictarse
.

La jurisprudencia de nuestros tribunales, en general, no se ha ocupado, al momento de delinear las facultades del tercero, de previamente definir que clase de tercero se trata. Ello ha traído una confusión pues es evidente que el tercero litisconsorte no puede ser asimilado al tercero adherente voluntario.

De ello se extrae que las conclusiones a las cuales  ha arribado la doctrina y la jurisprudencia no ha sido, muchas veces, clara  pero los problemas que se plantean se refieren a las facultades procesales y a los efectos de la sentencia respecto a ellos. En consecuencia, dentro de nuestra clasificación de terceros nos encontramos con el tercero que integra la litis en su condición de litisconsorte, es decir, como parte necesaria para el desarrollo del proceso, por lo que debe ser asimilado a la parte principal y otorgarle los mismos atributos procesales.

El tercero adherente o coadyuvante autónomo y el tercero adherente o coadyuvante simple, tienen como carácter  común, como hemos expresado, que intervienen en el proceso en forma ajena a la relación jurídica de las partes: a)  dando apoyo a alguna de ellas, pero no ejerciendo una pretensión propia, aunque considera que la solución del caso podrá repercutir en su derecho, en el caso del coadyuvante autónomo,  o b) a los efectos de colaborar con alguna de ellas, en el caso del coadyuvante simple pero no porque considere que su interés jurídico puede encontrarse directamente comprometido con la decisión que se adopte.

De acuerdo con esta clasificación, el coadyuvante autónomo no puede ser equiparado a un litisconsorcista pero se advierte que ostentaría una legitimación para obrar disminuida mientras que, en el caso del tercero coadyuvante simple, la legitimación para obrar, directamente, es inexistente
.
En una u otra hipótesis, aún en el caso que la norma procesal le asigne el carácter de parte, en su esencia no lo es sino que se trata de un sujeto que interviene en forma eventual
.

Debido a ello la jurisprudencia le ha restringido las facultades a la  intervención del tercero adhesivo y coadyuvante estableciendo los principios de irretrogradación y no suspensión de los procedimientos por el carácter de accesoria de su intervención y porque debe aceptar el proceso tal como se encuentra. Asimismo, se le ha negado la facultad de recusar sin expresión de causa por tener que subordinar su actuación al de la parte principal
.  Por otra parte, sin mayor explicación, se ha establecido que lo afectan los alcances de la cosa juzgada, lo cual no coincidimos, siguiendo a Diez, pues la subordinación a los planteos de la parte que coadyuva condicionan el ejercicio del derecho a la defensa
.  
5.3. El coadyuvante en la acción de amparo

El artículo 43 de la Constitución Nacional no regula la intervención en el proceso del amparo de la figura del tercero coadyuvante pero, es evidente, que ha ampliado la figura de la legitimación procesal para deducirlo a través de legitimar al afectado. La ley 16.986 tampoco reguló específicamente el supuesto de intervención de terceros pero la doctrina consultada, se inclina mayoritariamente por admitirla, no obstante el silencio legal
.

En el caso  “Productex, S.A.”, se analizó la procedencia del tercero en el proceso de amparo ya que allí el Juez civil y comercial de La Plata, doctor Jorge P. Viñals Blake, en sentencia firme, sostuvo como procedente la acción de amparo cuando, además, la ocupación de una fábrica por sus obreros perjudica a terceros a quienes el acto lesivo, motivo del amparo los priva de energía eléctrica. Así expresó que "Inversamente se denomina tercero perjudicado en el derecho mexicano a la parte contraria del agraviado, o sea, a quien beneficia el acto lesivo. El acto que motiva la acción de amparo emana del demandado y agravia al actor o demandante,  pero puede existir un tercero a quien el mismo acto lo beneficia y que, en consecuencia, se ve perjudicado si el amparo prospera, y este tercero es el denominado tercero perjudicado en México, que desea que el acto lesivo se mantenga. contrariamente a la pretensión del actor que, por entenderse lesionado, busca su cesación o reparación." Citando a Orantes, Lazzarini expresa que: “El interés jurídico de un particular, en pro de la subsistencia del acto reclamado, determina la existencia del tercero perjudicado en el amparo y la necesidad legal de llamarlo a Juicio para darle oportunidad de defender ese interés jurídico”
. 

No debe olvidarse que no nos encontramos frente a una acción de naturaleza civil sino ante una acción propia del contencioso administrativo que, evidentemente, por la naturaleza del sujeto que es parte, posibilita que la decisión que se dicte afecte a un universo de personas
.
Como hemos analizado, la sola invocación de un interés legítimo posibilita la participación de un tercero en el procedimiento administrativo, otorgándole el carácter de parte. Sin embargo, este carácter se restringe en el caso que se deba acceder a un tribunal de justicia cuando el interés que se persigue no configura una legitimación para obrar
.

No es ocioso recordar que la legitimación del afectado, realizado por el artículo 43 de la Constitución Nacional ha permitido ampliar la legitimación situación que la encontramos en los casos que las asociaciones mencionadas en el mencionado artículo han articulado una acción de amparo, en tutela de los objetivos previstos en su estatuto fundacional.

Pero a los efectos de encontrarse legitimados procesalmente, nada obsta a que actúan en el proceso judicial como coadyuvantes, ya sea por evidenciar un interés propio o al sólo efecto de colaborar con el pretensor, en la medida que el interés provenga de su objeto estatutario, destacándose que en este supuesto no existe una relación intersubjetiva sino que únicamente se realiza la presentación en apoyo de alguna de las partes, que son parte en el procedimiento administrativo o en el proceso judicial,  ya que la solución del caso podrá tener una incidencia en la esfera de actuación del coadyuvante
. 
6. La legitimación del Defensor del Pueblo y de las asociaciones

La posibilidad que una persona pública o una asociación que tenga por objeto la defensa de intereses relacionados con el medio ambiente como tercero se encuentra admitido en la reglamentación de la LNPA, pues ésta no efectúa diferenciación alguna
.

En tal sentido, es nuestra opinión que la intervención de dichos entes debería ser admitida en el carácter de coadyuvante adhesivo. El caso particularizado lo encontramos en el órgano Defensor del Pueblo de la Nación ya que se trata de un ente constitucionalmente independiente
, que posee autonomía plena en el área funcional y dentro de sus deberes se encuentra el de efectivizar el control del ejercicio de la administración. 

El artículo 43 previó la legitimación del Defensor del Pueblo de la Nación, cuya legitimación fue objeto de expreso reconocimiento. El artículo 86 dispone que este órgano independiente tiene por función la defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en la Constitución Nacional y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Administración. Tiene legitimación procesal expresa la norma comentada pero no aclara respecto de que clase de acciones. 

Con anterioridad a 1994 se había dictado la ley 24.284 que reguló las funciones y competencias del Defensor del Pueblo de la Nación, siendo elevado a la categoría de órgano constitucional por la reforma, en el mentado artículo 86. Es decir, con anterioridad a la vigencia del precepto constitucional referido donde se le otorgó legitimación procesal, el artículo 14 conformó el marco legal de su actuación, facultándolo a iniciar y proseguir de oficio las investigaciones respecto de hechos u omisiones de la Administración Pública Nacional pero, en lo que es materia que nos ocupa, respecto del  “ejercicio ilegítimo, defectuoso, irregular, abusivo, arbitrario, discriminatorio, negligente, gravemente inconveniente o inoportuno de sus funciones, incluyendo aquellos capaces de afectar intereses difusos o colectivos”. 

Consideramos que podría asumir el carácter de parte en el procedimiento administrativo pero esta postura es todas luces inconveniente en cuanto ello significaría colocarse en una posición de subordinación frente a la decisión de la administración al cual es llamado a controlar. 

A pesar del texto constitucional y la ley que lo rige hemos observado que la Corte Suprema de Justicia de la Nación le ha impedido su intervención en los procesos judiciales, a pesar de lo expresamente previsto en el artículo  86 de la Constitución.

En efecto, en Fallos: 323:4098 se expresó que la reforma a la ley 24.284, mediante la ley 24.379, al dejar subsistente el artículo 21, que estableció la suspensión de la intervención del Defensor cuando el particular asumiera su defensa, significaba que el legislador había reglamentado la facultad comprendida en el precepto constitucional, conforme  la doctrina que se venía sosteniendo en Fallos, 321:1352 y 323:4098.

Para así decidir  no se tuvo en cuenta que el Defensor del Pueblo de la Nación es un órgano de control de los derechos colectivos de la comunidad y, en base a los mismos, cuando lo que se busca es corregir una conducta de la administración, en base al presupuesto del artículo 43 de la Constitución Nacional y  de los nuevos derechos incorporados en los artículos 41 y 42, tiene una legitimación indudable para continuar con la defensa de los derechos colectivos. La Corte Suprema parecería haber asumido esta postura en el caso Camuzzi Gas del Sur, del 15-8-2002 (Fallos: 325:2037).

Negar la legitimación y no considerarla ni siquiera en la posición de tercero coadyuvante adhesivo, no condice con la realidad y configura una doctrina jurisprudencial  irrazonable
 que no es razonable con el marco de actuación establecido en el artículo 86 de la Constitución Nacional. 

Por lo tanto, no compartimos la postura según la cual la legitimación otorgada al Defensor del Pueblo es amplia en materia administrativa y restringida judicialmente para el supuesto de inexistencia de daño concreto, ya que se trata de una facultad preponderantemente anulatoria sin que medie necesidad de relación jurídica individualizada, susceptible de generar perjuicios a sujetos determinados
. 

El Defensor del Pueblo forma parte de los denominados "órganos de control externo de la administración" y en cuanto a su legitimación posee como característica esencial la defensa de los derechos de incidencia colectiva
 por lo que le reconocemos el carácter de parte en la defensa de los derechos de incidencia colectiva y adhesiva y coadyuvante, en la medida que acompañe la pretensión de un particular.

Dentro del ámbito de actuación del Defensor del Pueblo se excluyó al Poder Legislativo y al Poder Judicial en el artículo 16 y fue en base a esta exclusión que no se le permitió ser parte en los reclamos realizados por los jubilados, cuyas causas se encontraban a estudio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación
 aunque en la misma se presentó exhortando a la Corte a que diera una rápida solución a los innumerables recursos en trámite, es decir, procesalmente si se comportaba como tercero no podía ir mas allá de las cuestiones procesales que se encontraban precluidas al momento de su presentación.

Consideramos que la decisión fue desacertada 
 pues ello significaba el desconocimiento de la norma constitucional. La legitimación debe interpretarse con la lectura de la primera parte del citado artículo 86 y el encuadre legitimante expresado en el primer apartado del artículo 43. Así, nos surge en forma clara que el remedio constituido por la acción de amparo admite la presentación del Defensor del Pueblo como parte en el proceso o como tercero coadyuvante. Recientemente, la Corte Suprema de Justicia de la Nación parecería haber cambiado de criterio pues, si bien la mayoría no se hizo cargo del tema, la minoría en su actual integración, consideró que no sólo este órgano cuenta con suficiente legitimación para obrar a efectos de interponer cualquier clase de demanda y peticionar la inconstitucionalidad de las normas
.

Asimismo, esta situación se encuentra claramente definida a favor de aquellas asociaciones cuyos objetivos sean el de tutelar ciertas conductas, mencionada por la norma en análisis, que permiten que tomen a su cargo la defensa de los intereses colectivos a través de la interposición de la acción de amparo
.  

Cabe mencionar que la legitimación de las asociaciones para la actuación en la protección de los derechos de los usuarios y consumidores no es nueva ya que la Ley de Defensa del consumidor había reconocido la legitimación a las asociaciones de consumidores constituidas como personas jurídicas cuando resulten objetivamente afectados o amenazados intereses de los consumidores
.

Estas asociaciones, a las cuales se les reconoció legitimación con anterioridad a la modificación de la Constitución, han visto ampliada su actividad por fuera del marco de la ley pues, conforme lo prescribe la norma constitucional, ya pueden participar en la defensa de los intereses colectivos sin que sea necesario que la Autoridad de Aplicación las reconozca como tal
 y, por otra parte, esto permite suponer la existencia de asociaciones que tengan por objeto la defensa de los intereses colectivos de manera general
. Así, podemos encontrarnos tanto asociaciones generales como sectoriales y debe mencionarse que el artículo 42 de la Constitución Nacional reconoce a los consumidores y usuarios el derecho a la protección de sus intereses económicos, por lo que esta protección puede ser realizada a través de la vía del amparo como a través de cualquier otra vía procesal
.

El reconocimiento del derecho de accionar por parte de las asociaciones ha sido reconocido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el último caso citado pero debemos recordar que el problema se encuentra actualmente expuesto, no en el sentido de negar la existencia de intereses difusos o generales o de incidencia colectiva sino en la posibilidad que la tutela de estos derechos pueda ser realizada en mérito a la existencia de una causa, conforme la terminología contenida en el artículo 116 de la Constitución Nacional, a los efectos que se configure la acción contenciosa.

Debe llamarse a la atención a que el interés de los diferentes grupos muchas veces puede no ser coincidente lo cual podría llevar a la existencia en un mismo caso de integrantes de distintos grupos que persigan intereses yuxtapuestos o diametralmente antagónicos. Pero ante una determinada medida gubernamental, que afecta a una serie de individuos, que les lleva a deducir este tipo particular de amparo, es conveniente aplicarles el principio de acumulación a efectos de evitar pronunciamientos distintos en distintos tribunales de la república y que se realicen tantos desperdicios del ejercicio de la tutela jurisdiccional
.
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� Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina, ed. La Ley, Bs As, 2 ed, 2004, pag. 825.


� Morello, Augusto, Sosa, Gualberto Lucas, Berizonce, Roberto Omar, Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación, Tomo II-B, 2da ed.,  ed. Abeledo Perrot, Bs As, 1994, pag. 362.. 


� Cfr. Martínez, Hernan J., Intervención Coadyuvante autónoma de terceros (La vertiente alemana en el procesalismo argentino) ZEUS, Colección Jurisprudencial Tomo 41, Mayo Agosto 1986, Rosario). Coincidimos con el autor citado en cuanto a que el tercero excluyente no forma parte del tema pues para ello se encuentra la figura de la acumulación de acciones, que se encuentra reglamentada en los arts. 87 y ss del  CPCCN


� El art. 89 del CPCNN dispone: “Cuando la sentencia no pudiere pronunciarse útilmente más que con relación a varias partes, éstas habrán de demandar o ser demandadas en un mismo proceso...”


� art. 88 del CPCCN


� Cfr. Art. 90 del CPCCN.


� Aguilar Valdez, Oscar, Acerca de las partes demandadas en los procesos de revisión judicial de la actividad jurisdiccional de los entes reguladores de servicios públicos nacionales, en Derecho Procesal Administrativo, Juan Carlos Cassagne, Director, Tomo II, ed. Hammurabi, Bs As, 2004, pag. 1084.


� Cfr. Art. 91 del CPCCN.


�  Couturre, Eduardo J. Situación Procesal del Tercero Coadyuvante, Rev. La Ley t. 43 pag. 237El autor nos informa que esta conceptualización del tercero coadyuvante es netamente influencia alemana , pues proviene de la legislación del siglo XIX, que fuera aceptada posteriormente en la Ordenanza de 1877, mientras que la corriente italiana respondió a la reglamentación del tercero, estableciendo que el interviniente es una nueva parte en el juicio, que se corresponde a una antigua tradición de la escuela italiana del siglo III, habiendo seguido la Leyes de Enjuiciamiento Españolas  el sistema italiano..


� “Esa intervención coadyuvante confiere, a nuestro modo de ver, al tercero, la condición de parte. A diferencia de lo que sostiene con unanimidad la doctrina alemana (35), pensamos que dentro la tradición latina, un tercero que se incorpora al proceso lo hace siempre por un interés jurídico suficiente como para investirlo de los atributos propios de la parte. Del hecho de que no disponga de un término de prueba propio y de que no pueda hacer retroceder la instancia, no se sigue de que carezca de los tributos de parte.


Estas consecuencias no son sino las naturales derivaciones de su tardanza de incorporarse al proceso. No se hallan instituidas tanto en contra del tercero como en pro del adversario de la parte ayudada. Derivan esas consecuencias de la propia libertad de que dispone el tercero de incorporase o no a la distancia, Ya hemos visto que su incorporación es voluntaria y que no tiene mas alcance que evitarse la ulterior discusión derivada de su postrer litigio sobre la “Inter. Alios iudicata”. En lugar de discutir en la ejecución, él prefiere hacerlo con las ventajas del proceso de conocimiento” Couturre, Eduardo J. Situación Procesal del Tercero Coadyuvante, Rev. La Ley t. 43 pag. 241.





� Gonzalez Perez, Jesús, Manual de derecho Procesal Administrativo, Madrid, 1990, pag. 175.


� Martinez, Hernan J, Procesos con sujetos múltiples, Bs.As., 1987, ed. La Rocca, Tomo I, pag.298.


� Garcia de Enterría, Eduardo - Fernandez, Tomas Ramon, Curso de Derecho Administrativo, Tomo II, ed. Civitas, Madrid, 1982, pag. 533.


� Tawill, Guido Santiago, Administración y Justicia, T. II, ed. Depalma, Bs As, 1993, pag. 93


� Gonzalez Perez, Jesús, El coadyuvante y el recurso de apelación, Revista de Administración Pública, Año VI, Nº 16, Enero Abril 1955, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, pag. 139.


� Gonzalez Perez, Jesús, Manual de Derecho Procesal Administrativo, ed. Civitas, 1990, Madrid, pag. 164. Expresa el autor: “En principio, no hay razón alguna para no admitir la intervención adhesiva tanto al lado del demandante –sea o no la Administración pública- como de la parte demandada. Sin emabrgo, mientras este último supuesto ha sido admitido con generalidad, no ha ocurrido así respecto de la coadyuvante de la parte demandante: si se admitía por lo general cuando era demandante la Administración en los procesos de lesividad, sólo , sólo en algunos proceso 


� Brewer-Carías, Allan R., Principios del Procedimiento Administrativo en América Latina, ed. Legis, Colombia, 2003, pag. 96


� CNCom., sala B. febrero 26-1996) ED, 167-426. – Con la nota de Fernando H. Paya.


�  ED, 168-432


� Queja en autos: "Asociación Civil Cruzada Cívica para la Defensa DCYUSP c/Ente Tripartito de Obras Servicios Sanitarios Resol.66/95 s/medida cautelar (autónoma)", del  15/11/2001, CNFed. Cont. Adm. Sala III. - Nro. Exp.: 20.426/2001


� La cosa juzgada derivada de la sentencia solo afecta a quienes hubieran intervenido en el proceso en calidad de partes, y no aprovecha ni perjudica a los terceros ( CNCiv. Sala C, noviembre 25-975). Rev. El Derecho t. 66-189.En contra: “La intervención en el proceso como tercero tiene por consecuencia que la sentencia a dictarse pudiera serle oponible a éste en un eventual proceso ulterior ( CNCiv., sala C, diciembre 18-974). Rev. El Derecho t. 65 p.-143.


� Bidart Campos, German J, Bs As, Régimen Legal y Jurisprudencial del Amparo, ed Ediar, págs. 402-403. Concordantemente, se ha dicho que "La ley de amparo posibilita el juego del instituto mencionado, desde que se remite en su art. 17 a las disposiciones procesales en su vigor; pero es necesario tener en cuenta que deber  ser adaptado a las finalidades y características de la acción, de modo de no desvirtuarla ni obstruir su rápido desarrollo." Rivas,  Adolfo A., El Amparo, Bs. As., ed. La Rocca, pág. 253/5.


� Lazzarini, José Luis, El Juicio de Amparo, Bs. As., La Ley, págs. 282/3.


� “Corresponde admitir la intervención de terceros en el proceso de amparo cuando resulta necesaria para la integración de la litis, por la presencia de una comunidad de controversia con las partes originarias, estando a cargo de quien la solicita la demostración  de tales extremos. (CS, diciembre 14-1999.- Zolfracor, S.A. c. Estado Nacional s/amparo, Fallos: 322: 3122)”.


� “La fundación Mujeres en Igualdad es una entidad cuyo objeto consiste en luchar contra la  discriminación de la mujer. Por lo tanto, en el amparo iniciado por ésta fin de que se ordene el cese de la práctica que califica de discriminatoria contra las mujeres que imputa al Instituto de Educación Física Nº 1 “Dr. Romero Best”, dependiente de la Secretaría de Educación de la Ciudad, en tanto- afirma- dicho Instituto asigna una cantidad menor de vacantes para las mujeres que para los hombres, cumple con el requisito constitucional atiende a la finalidad que deben investir las asociaciones para poder accionar por la vía del amparo para la protección   de intereses de incidencia colectiva.”(Cont.-Adm.y Trib., Ciudad Autónoma de Bs. As., SALAI, Diciembre 12-2000). Revista El Derecho t. 193-263.


� CNCom., Sala C, 19/3/73, “Santos Ortega, Gonzalo c. Oseda, Aurelio” ED, 50-415.     


� Cfr. Art. 74 del dec. 1759/72 (t.o. 1981)


�. Conf. artículo 86 de la Constitución Nacional. 


� Jeanneret de Pérez Cortés, María, Las partes y la legitimación procesal en el proceso administrativo, en Derecho Procesal Administrativo, Juan Carlos Cassagne, Director, Tomo I, ed. Hammurabi, Bs As, 2004, pag. 482


� Aberastury Pedro, Cilurzo, Maria Rosa, Curso de procedimiento administrativo, ed. Abeledo Perrot, Bs As, 1998, Pag. 78.


�. Conf. Maiorano, Jorge Luis,  El Defensor del pueblo, en El Derecho Administrativo Argentino, Hoy,  Ciencias de la Administración, División Estudios Administrativos, pág. 112.


�. “Frias Molina, Nelida Nieves c/ INPS – Caja Nacional de Previsión Social para el Personal del estado y Servicios Públicos s/ reajustes por movilidad del 12.9.96”, Rev. E.D. t. 169 p.433, con nota de Rodolfo Barra, Los derechos de incidencia colectiva en una primera interpretación de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, donde coincidió con la posición de la Corte a través de una interpretación que obviaba analizar el artículo 86 de la Constitución Nacional. Sin embargo, recibió el reproche de Spota, Alberto, El defensor del pueblo, ED t. 170 p. 987; Quiroga Lavié, Luz del día, Sancho Panza y el defensor del pueblo en la Corte Suprema, LL, 1997-A- 67 y de quien ejercía el cargo: Jorge Maiorano, La legitimación del defensor del pueblo de la Nación: de la Constitución a la Corte Suprema, LL, 1997-A-808. Quiroga Lavié, en su libro citado Amparo Colectivo, volvió sobre el tema, ver pag. 230.





�  “Consumidores Libres”, Cám. Cont. Adm. Federal, Sala V, Suplemento de Jurisprudencia de Derecho Administrativo de rev. La Ley, del 6/12/1995, con nota de Juan Carlos Cassagne, De muevo sobre la legitimación para el accionar en el amparo; Agustín Gordillo, La legitimación en el amparo: asociaciones, cooperativas, derechos de incidencia colectiva. Derechos de incidencia colectiva, en la obra común, El derecho administrativo argentino, hoy, Buenos Aires, ciencias de la Administración, 1996, p. 274
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